ACCIÓN DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 22 04 000 2016 00043 00
ACCIONANTE: JUAN JOSÉ MARÍN GOMÉZ  
ACCIONADO: DISTRITO MILITAR No.22 y otro 
ASUNTO: CONCEDE 


DERECHO DE PETICIÓN/ Vencimiento del término establecido para brindar respuesta/ Presunción de veracidad 
“(…) las autoridades militares tenían la obligación de responder la solicitud del accionante dentro de los quince días siguientes contados a partir del momento en que solicitó la exención del servicio militar y en el caso sub examine, dicho término se encuentra más que superado sin que se encuentre justificación alguna para que las autoridades administrativas no le hayan enviado una respuesta sobre sus solicitudes del 3 de diciembre de 2015, por lo que se hace necesaria la intervención de juez constitucional en procura de obtener el respeto por las garantías fundamentales invocadas por el mismo.  

Aunado a lo anterior, como las entidades demandadas no se pronunciaron con respecto a la demanda de tutela, la Sala tendrá por ciertos los hechos expuestos por el joven tutelante (…)”
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/ Imposibilidad de ordenar la expedición de la libreta militar por estar en curso el trámite para resolver sobre la causal de exención del servicio castrense por objeción de conciencia

“De tal manera, que esta Sala debe igualmente velar porque se respete el derecho al debido proceso en el sentido de que el accionante debe someterse al trámite administrativo establecido para la definición de la situación militar, en la medida que la expedición de la tarjeta militar está supeditada al cumplimiento de un procedimiento y por el hecho de haber presentado los documentos pertinentes de acuerdo con las circunstancias que expuso el tutelante como es la de ser objetor de conciencia, no le dan el derecho a que se le expida su documento castrense sin que se haya concluido el estudio que de los mismos hagan las Fuerzas Militares. Por lo tanto, la acción de tutela no puede reemplazar los mecanismos legales dispuestos para la definición de la situación militar y  la obtención de la libreta.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-377 de 2000, T-146 de 2012 y T-455 de 2014.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, ocho (8) de marzo de dos mil dieciséis (2016) 

Proyecto aprobado por Acta No.199
Hora:  1:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por el ciudadano Juan José Marín Gómez contra el Distrito Militar No.22 de Pereira y la Dirección Nacional de Reclutamiento, mediante la cual pretende el amparo de su derecho fundamental a la libertad de conciencia, objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, libertad religiosa y de culto, debido proceso y petición.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. Indicó el joven Juan José Marín Gómez que el 3 de diciembre de 2015 radicó en el Distrito Militar No. 22 solicitud de la declaración de objetor de conciencia del servicio militar obligatorio ante las instancias militares, manifestando su contradicción frente a ese deber en razón de su conciencia, principios y convicciones cristianas con base en las enseñanzas y mandatos contenidos en la palabra de Dios, solicitud que hizo conforme a los pronunciamientos de la Corte Constitucional contenidos en las Sentencias T-728 de 2009 y T-455 de 2014.    
Señaló que han transcurrido más de 60 días, desde la fecha en la que radicó su solicitud y no ha recibido respuesta por parte del Distrito Militar; adicionalmente expresó que su situación es de conocimiento de la Defensoría del Pueblo, entidad a la que acudió para que interviniera en su solicitud y con el fin de definir su situación militar como objetor de conciencia con el agravante de encontrarse en la plataforma de militar citado a concentración, lo que considera ilegal, pues nunca ha sido citado ni se le han practicado los exámenes pertinentes.
Expuso en el escrito de tutela que se encuentra “violentado en la garantía efectiva de mis derechos fundamentales como objetor de conciencia por mi fe cristiana e impidiéndome acceder a mis derechos efectivos y faltando al debido proceso pues en la plataforma militar se indica que fui citado a concentración… por el contrario, se ha obviado mi derecho fundamental a la objeción de conciencia al Servicio Militar Obligatorio incumpliendo su propio procedimiento y la ley 48 de 1993”. Por lo tanto, acude a esta acción constitucional por cuanto considera amenazados sus derechos de ciudadano. 
2.2. En el acápite de pretensiones el accionante solicitó: i) proteger sus derechos fundamentales a la objeción de conciencia del servicio militar obligatorio, libertad de conciencia y de cultos y debido proceso; ii) ordenar a las Fuerzas Militares Distrito Militar No.22 de Pereira y Dirección de Reclutamiento o a quien corresponda, proceder a dar trámite inmediato a su declaración de objeción de conciencia y definir la situación militar determinando y sin más dilaciones, se expida la libreta militar en la que expresamente sea reconocida su objeción; iii) reconocer expresamente en el contenido del documento militar la calidad de objetor de conciencia por su fe cristiana, razón por la que está exonerado; iv) insistir a las Fuerzas Militares a cumplir con la ley y divulgar el derecho a la objeción de conciencia, como lo ha ordenado la Corte Constitucional en otros fallos y v) insistir a las Fuerzas Militares incluir en la plataforma militar de inscripción la causal de objeción de conciencia ordenado por la Corte Constitucional.
2.3. El accionante ajuntó como pruebas, los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía; ii) diploma de bachiller del Liceo Francés de Pereira; iii) acta de grado de bachiller académico; iii) certificados de estudios en Francia; iv) declaración como objetor de conciencia dirigida a la Dirección Nacional de Reclutamiento y Control y al Distrito Militar No.22 de Pereira; v) certificado de la iglesia cristiana Menonita de Colombia; vi) certificado de práctica profesional de la Universidad Tecnológica de Pereira; vii) impresión de la plataforma militar; viii) protocolos suscritos entre las Fuerzas Militares y la Defensoría del Pueblo y ix) derecho de petición enviado por la Defensoría del Pueblo al Distrito Militar No.22 de Pereira con la guía RN490513015CO (Fls. 19-87)
2.4. Mediante auto del 23 de febrero de 2016 se avocó el conocimiento de la presente tutela. Se ordenó correr traslado de la misma al Distrito Miliar No.22 de Pereira y se vinculó a la Jefatura de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional de la ciudad de Bogotá. (Folio 90)
2.5. Ninguna de las autoridades accionadas y vinculadas dieron respuesta a la demanda de tutela.

3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

3.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

3.3 Problema jurídico 

3.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el señor Juan José Marín Gómez, de manera tal que amerite la concesión del amparo.  

3.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

3.5. La Ley 48 de 1993, “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”, establece lo relacionado con el procedimiento de vinculación e incorporación del personal apto para la prestación del servicio militar y las circunstancias conexas al mismo. Los artículos 3, 10 y 14 en concordancia con el 36 de la citada ley, señalan la obligación de prestar el servicio militar de la cual se deriva la de inscribirse y presentarse ante las autoridades militares o de policía para tal fin, y en caso de los bachilleres, la de inscribirse al culminar el último año de secundaria.  El  artículo 36, señala lo siguiente:
“ARTÍCULO 36. CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE LA DEFINICION DE SITUACION MILITAR. Los colombianos hasta los 50 años de edad, están obligados a definir su situación militar. No obstante, las entidades públicas o privadas no podrán exigir a los particulares la presentación de la libreta militar, correspondiéndoles a éstas la verificación del cumplimiento de esta obligación en coordinación con la autoridad militar competente únicamente para los siguientes efectos: 

a. Celebrar contratos con cualquier entidad pública; 

b. Ingresar a la carrera administrativa; 

c. Tomar posesión de cargos públicos, y 

d. Obtener grado profesional en cualquier centro docente de educación superior

3.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

3.6.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

3.6.2. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo   de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

3.7. DEL CASO EN CONCRETO
3.7.1. De conformidad con lo expuesto por el joven Juan José Marín Gómez y de las pruebas allegadas a la demanda, se advierte que su pretensión principal está encaminada a que el Distrito Militar No.22 le brinde una respuesta oportuna, veraz y efectiva, al derecho de petición que radicó tanto en el Distrito Militar No.22 de Pereira como en la Dirección de Reclutamiento  en esa Institución el día 3 de diciembre de 2015, con el propósito de que le sea resuelta su situación militar con base en el derecho a la objeción de conciencia que declaró y se le expida la libreta reconociendo expresamente en el contenido de dicho documento la calidad de objetor de conciencia por su fe cristiana.
3.7.2. Se reitera que el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario; que debe ser escrita y en todo caso cumplirá con los siguientes requisitos
: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”.

3.7.3 Ahora bien, frente a la objeción de conciencia al servicio militar, en la Sentencia T-455 de 2014, la Corte Constitucional concluyó lo siguiente:

“En efecto, la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio es un derecho fundamental y una causal de exención a la prestación de dicho servicio, que tienen raigambre constitucional y, por ende, supra legal, como se ha explicado en esta sentencia. Por ende, no exige una prescripción legal expresa para que tenga carácter jurídico vinculante y puede ser alegado por cualquier obligado al servicio militar, quien demuestre que por convicciones personales profundas, sinceras, continuas y exteriorizadas, tiene razones de conciencia que le impiden ejercer la actividad militar. 

 Ahora bien, en lo que tiene que ver con el término para resolver, se ha señalado en esta decisión que la obtención de una respuesta oportuna por parte de las autoridades estatales es una garantía que hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental de petición y que, a su vez, es condición para la eficacia del derecho al debido proceso administrativo. También se ha indicado que, de ordinario, las solicitudes que se eleven a la administración deben responderse en el término de quince días, previsto por el legislador para ese efecto.  

 14. En ese orden de ideas, se generan dos deberes constitucionales específicos para las autoridades militares.  En primer lugar, están llamadas a reconocer y evaluar a la objeción de conciencia como una de las causales jurídicamente vinculantes para la exención del servicio militar obligatorio. Para ello, no podrán en ningún caso invocar la inexistencia de una previsión legal o reglamentaria que así lo establezca, puesto que la objeción de conciencia es un derecho de índole constitucional y, por esa razón, obligatorio para todas las personas y autoridades, en los términos del artículo 4 C.P. 

 En segundo término, en tanto para el caso las autoridades militares operan en su condición de autoridades administrativas, están obligadas a responder de fondo las solicitudes de exención de la prestación del servicio militar, basadas en el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia, según las reglas definidas por el legislador para el derecho de petición y las condiciones constitucionales sobre el contenido y alcance de ese derecho, descritas en el fundamento jurídico 9 de esta sentencia.  Esto quiere decir, entre otros aspectos, (i) que las autoridades militares deben resolver lo pedido en el término máximo de quince días contados a partir de la formulación de la solicitud de exención al servicio militar obligatorio; (ii) que la respuesta debe ser material y de fondo, es decir, debe resolver si es o no procedente la exención al servicio militar obligatorio; (iii) en caso que se niegue la solicitud, debe expresar las razones que fundamentan esa negativa; y (iv) en cuanto se trata de una actuación administrativa, las autoridades militares deben responder la solicitud de exención mediante acto administrativo, el cual debe ser notificado conforme a la ley al interesado, indicándosele los recursos que puede interponer respecto de lo decidido.  (Subrayas fuera del texto original)
Se subraya la jurisprudencia que antecede con el fin de resaltar que las autoridades militares tenían la obligación de responder la solicitud del accionante dentro de los quince días siguientes contados a partir del momento en que solicitó la exención del servicio militar y en el caso sub examine, dicho término se encuentra más que superado sin que se encuentre justificación alguna para que las autoridades administrativas no le hayan enviado una respuesta sobre sus solicitudes del 3 de diciembre de 2015, por lo que se hace necesaria la intervención de juez constitucional en procura de obtener el respeto por las garantías fundamentales invocadas por el mismo.  
3.7.4. Aunado a lo anterior, como las entidades demandadas no se pronunciaron con respecto a la demanda de tutela, la Sala tendrá por ciertos los hechos expuestos por el joven tutelante, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, que indica lo siguiente:

“Artículo 20. Presunción de veracidad. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.”
Por lo acabado de indicar y con base en el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional que señala los términos que tienen las autoridades para contestar las peticiones, se concederá el amparo al derecho fundamental de petición del joven Marín Gómez y en tal virtud, se emitirán las órdenes que correspondan. 

3.7.5.  Para este Tribunal es importante recalcar que si bien la libreta militar es un documento público que tiene una doble connotación, por un lado, es la concreción del cumplimiento de la obligación legal que tiene todo varón colombiano de definir su situación militar, y por el otro, representa un elemento que permite el disfrute y goce de ciertos derechos, como el acceso al trabajo mediante el cual es posible obtener los recursos para la manutención, el acceso a la educación superior, el derecho a la libre locomoción
, entre otros, también lo es que no es posible por medio de la acción de tutela ordenar al Ejército Nacional que le expida al accionante su  libreta militar en los términos como los señaló en la demanda de tutela, toda vez que el joven Juan José Marín Gómez aparece en la plataforma de la Jefatura de Reclutamiento en estado de “citado-concentración” para el día 11/06/2015 (folio 29) y aún se encuentra pendiente de resolver  su solicitud de objetor de conciencia del servicio militar obligatorio.

3.7.6. De tal manera, que esta Sala debe igualmente velar porque se respete el derecho al debido proceso en el sentido de que el accionante debe someterse al trámite administrativo establecido para la definición de la situación militar, en la medida que la expedición de la tarjeta militar está supeditada al cumplimiento de un procedimiento y por el hecho de haber presentado los documentos pertinentes de acuerdo con las circunstancias que expuso el tutelante como es la de ser objetor de conciencia, no le dan el derecho a que se le expida su documento castrense sin que se haya concluido el estudio que de los mismos hagan las Fuerzas Militares. Por lo tanto, la acción de tutela no puede reemplazar los mecanismos legales dispuestos para la definición de la situación militar y  la obtención de la libreta. 
DECISIÓN

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental del petición del joven Juan José Marín Gómez.

SEGUNDO: ORDENAR al Distrito Militar No. 22 y a la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, de respuesta de fondo y congruente al derecho de petición radicado el 3 de diciembre de 2015 al joven Juan José Marín Gómez. En caso de negar su solicitud, debe expresar las razones que fundamentan esa negativa. De todos modos, las autoridades militares deben responder la solicitud de exención mediante acto administrativo, el cual debe ser notificado conforme a la ley al interesado, indicándosele los recursos que puede interponer respecto de lo decidido.
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada, se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Alexánder Martínez Caballero 





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Ver sentencia T-843 de 2014
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